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Vulnerados, derechos de migrantes
La Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco acreditó 
violaciones a los derechos a la 
privacidad, a la libertad y a la 
legalidad y seguridad jurídica 
por parte de exelementos 
de Seguridad Pública de 
Tlaquepaque, en contra de 
cuatro personas de origen 
centroamericano. Los policías 
allanaron su domicilio, fabricaron 
una infracción administrativa y les 
pidieron dinero a cambio de no 
repatriarlos. Los migrantes fueron 
detenidos sin justificación por los 
agentes, a quienes les entregaron 
mil 600 pesos y un reloj, a petición 
de éstos, supuestamente para no 
aprehenderlos. El reclamo de los 
inconformes está respaldado con 
varios elementos de prueba, como 
las declaraciones del coordinador 
del área de derechos humanos 
de la policía municipal./3
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En octubre pasado, el presi-
dente de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos, Felipe 
de Jesús Álvarez Cibrián, dio 
noticias relativas al Pronuncia-
miento 2/10, emitido en octu-
bre de 2010, luego de advertir 
violaciones de los ordenamien-
tos internacionales, federales y 
locales que garantizan el de-
recho de la salud a las niñas, 
niños y adolescentes, por la 
falta de unidades de atención 
integral hospitalaria médico-
psiquiátrica en el estado.

El ombudsman dio a cono-
cer que el director del Institu-
to Jalisciense de Salud Mental 
(Salme), como respuesta al 
pronunciamiento, informó 
acerca del presupuesto de 20 
millones de pesos autorizados 
por la Junta de Gobierno para 

Los retos ante la reforma constitucional
El Consejo opina

Editorial

La salud mental de los menores de edad
la construcción, de manera in-
mediata, de una Unidad Especia-
lizada en Salud Mental para Ni-
ños y Adolescentes, que contará 
con áreas de consulta externa, 
urgencias y hospitalización. Este 
es un primer paso para atender 
a la niñez con esta problemática.

Para la Comisión, el de-
recho a la salud comprende 
no solo acciones preventivas 
y cuidados con respecto a la 
curación de enfermedades fre-
cuentes y, hasta cierto punto, 
conocidas y habituales de la in-
fancia, sino que también implica 
actuar en los aspectos relati-
vos a la salud mental, por ello 
se congratula con esta noticia. 

Parte importante de la vul-
nerabilidad de los infantes radica 
en afrontar durante su desa-
rrollo una sucesión de eventos 

difíciles que tienen que ver con 
aspectos físicos, biológicos, cul-
turales y sociales, que pasan 
inadvertidos para la mayoría 
de los adultos que los rodean; 
o, si se advierten, pueden ser 
consideradas como naturales 
en el proceso de crecimiento. 

El factor de riesgo es una ca-
racterística o circunstancia cuya 
presencia aumenta la posibilidad 
de que se produzca un daño o 
resultados no deseados, y las 
niñas, niños y adolescentes, fre-
cuentemente participan de él. En 
el grupo de edad de 6 a 18 años, 
el suicidio y otras conductas au-
tolesivas podrían considerarse 
como un fenómeno increíble, 
pero, desafortunadamente, estas 
conductas han tenido una ten-
dencia ascendente, que constitu-
ye un problema de salud pública.

Los conflictos graves re-
lacionados con la conducta en 
menores de edad no pueden 
ser atendidas en unidades de 
intervención en crisis, hos-
pitales de día, o en pabello-
nes de hospitales dedicados 
a la atención de la población 
adulta; y regularmente ni las 
familias ni los tutores o encar-
gados de estos niños y niñas 
pueden afrontar su cuidado. 

Esta situación demanda la 
creación de establecimientos 
adecuados para el tratamiento 
e internamiento de niñas, niños 
y adolescentes del estado, a 
fin de procurar su recupera-
ción mediante una atención 
con calidad, calidez, eficacia 
y eficiencia a sus necesidades 
más apremiantes en momen-
tos decisivos de su corta edad.

El pasado 10 de junio de 2011 
se publicó la reforma a la Cons-
titución Política de nuestro país, 
que representa un cambio de 
paradigma al desaparecer el 
modelo simple de garantías, y 
pasar a la protección de dere-
chos humanos.

Todo cambio de paradigma 
exige cambios estructurales en 
los sectores público, privado y 
social. Hay que llevar el texto 
constitucional a la realidad social; 
que sea una cuestión práctica y 
no solo de retórica legislativa 
los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad de los derechos 
humanos.

La Constitución impone la 
obligación a las autoridades de 
promover los derechos huma-
nos; a la fecha no se ha escu-
chado a ninguna autoridad dar 
el primer paso significativo al 

respecto. Puesto que es necesa-
rio conciliar los liderazgos de la 
sociedad civil y de las universida-
des, a la par con los demás sec-
tores, para que de manera más 
activa se influya en la materiali-
zación real del objetivo de este 
paso tan relevante en la ciencia 
jurídica de México.

La responsabilidad que se 
exige es mucha para todas las 
fuerzas que representan en 
este rubro a la población mexi-
cana, misma que es compartida, 
sin escatimar ningún esfuerzo. 
Está claro que la construcción 
del Estado-Nación garante de 
derechos humanos requerirá 
que se implementen medidas 
para la promoción y respeto en 
todos los estratos de la socie-
dad, incluso una mayor calidad 
de educación que fomente tales 
preceptos, desde la básica has-
ta la universitaria, sin importar 

el enfoque académico; es decir, 
hablar ahora de derechos huma-
nos no es privativo de abogados 
o carreras muy particulares, ya 
es una cuestión de responsabili-
dad general. 

El citado avance legislativo 
señala además el catálogo de 
derechos que por ningún mo-
tivo podrán suspenderse, tales 
como los de la niñez, el princi-
pio de legalidad, derechos pri-
marios como de personalidad 
y políticos, la prohibición de la 
pena de muerte y de la esclavi-
tud, la desaparición forzada y la 
tortura, y los demás contenidos 
en la adición que se hace al ar-
tículo 29 constitucional. Con ello 
el constituyente permanente de 
la unión deja claro que el hacer 
frente a una situación que pusie-
ra en peligro a la sociedad o la 
existencia de algún conflicto, no 
es suficiente para comprometer 

la integridad de los derechos de 
los gobernados. Al manifestar 
que la denominación de dere-
chos humanos en la forma que 
se interpreta en la ley suprema y 
con la atención que ya se le rinde 
a los tratados internacionales en 
esta materia, se debe de enten-
der también a las garantías como 
aquellos mecanismos de autorre-
gulación que el Estado se impone 
para el respeto y salvaguarda de 
los derechos fundamentales de 
las personas.

Es menester que los gober-
nantes le den la importancia que 
amerita a este avance y no solo 
se le vea como distintiva del pe-
riodo de gobierno del presidente 
Calderón y de la legislatura ac-
tual, ni que sea un asunto que 
solo ataña a las comisiones de 
derechos humanos. 

Juan José Comparán Arias y Eduardo Francisco Mejía Lucatero* 

*Consejeros de la CEDHJ
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CEDHJ emite Recomendación a tlaquepaque 
por abuso a migrantes 

3Nuestras acciones

La CEDHJ acreditó violaciones a 
los derechos a la privacidad, a la 
libertad y a la legalidad y seguri-
dad jurídica por parte de Sergio 
Ramírez González y Horacio Ven-
tura Roblero, exelementos de la 
Dirección General de Seguridad 
Pública de Tlaquepaque, en con-
tra de cuatro personas de origen 
centroamericano, debido a que 
allanaron su domicilio, fabricaron 
una infracción administrativa y 
les pidieron dinero a cambio de 
no repatriarlos.

Los acontecimientos

Los hechos ocurrieron en sep-
tiembre de 2010, cuando se 
encontraban en su domicilio 
temporal en la colonia Centro 
del municipio. Fueron detenidos 
sin justificación por los policías, 
a quienes les entregaron mil 600 
pesos y un reloj, a petición de los 
agentes, supuestamente para no 
aprehenderlos.

El reclamo de los inconfor-
mes está respaldado con varios 
elementos de prueba, como las 
declaraciones del coordinador 
del área de derechos humanos 
de la policía municipal, quien 
entrevistó al propietario de la 
finca donde habitaban los ofen-
didos. Mencionó que los policías 
llegaron al lugar en las patrullas 

17021 y 17111, ingresaron sin 
autorización, causaron daños a 
objetos de su propiedad y detu-
vieron sin justificación legal a los 
agraviados.

Además, existen testimonios 
de dos policías, quienes asegu-
raron haber visto los momentos 
en que sus compañeros ingresa-
ron a la vivienda. 

En sus informes, los ser-
vidores públicos involucrados 
aceptaron haber participado en 
las detenciones el día y la hora 

señalados, pero negaron haber 
allanado el domicilio; sin embar-
go, no ofrecieron medio de prue-
ba alguno que fortaleciera sus 
aseveraciones.

En diciembre de 2010 los in-
tegrantes de la Comisión de Ho-
nor y Justicia del Gobierno Muni-
cipal de Tlaquepaque resolvieron 
en definitiva el procedimiento 
administrativo y decidieron des-
tituir a los policías involucrados, 
ya que consideraron que su ac-
tuación fue irregular e ilícita. 

La CEDHJ reconoció la inves-
tigación realizada por personal 
de la Dirección de Asuntos Inter-
nos, pues es un reflejo claro de 
la preocupación de las autorida-
des por esclarecer con profesio-
nalismo, legalidad y brevedad las 
denuncias de la ciudadanía.

No obstante, la Comisión 
concluyó que existió allanamien-
to de morada, lo cual se consi-
dera un delito, por lo que deter-
minó que los exelementos de la 
Dirección General de Seguridad 

Pública de Tlaquepaque, viola-
ron los derechos humanos a la 
privacidad y a la libertad de los 
quejosos y solicitó que se agre-
gue copia de la Recomendación 
a los expedientes administrativos 
personales de los servidores pú-
blicos, aun cuando ya no tengan 
ese carácter, como antecedente 
de que violaron derechos huma-
nos.

Recomendó también que 
fomente entre los miembros de 
la policía municipal, y entre los 
aspirantes a serlo, una cultura 
de respeto a los derechos huma-
nos, y que todos los elementos 
firmen o suscriban una carta, en 
la cual se comprometan a respe-
tar y hacer respetar los derechos 
humanos reconocidos en orde-
namientos legales nacionales e 
internacionales.

Migración

La población migrante constituye 
uno de los grupos más vulnera-
bles, por lo cual la protección y 
la promoción de los derechos 
humanos incumbe no solo al 
gobierno de México, sino a la 
comunidad internacional, la cual 
ha estructurado una serie de 
preceptos para que todos los 
estados adquieran un firme com-
promiso en este tema. 

Policías de Tlaquepaque violaron derechos de cuatro centroamericanos

Omisiones de MP afectan a persona con discapacidad
Debido a las omisiones en que 
incurrieron el agente del Minis-
terio Público Álvaro Villarreal 
Núñez y el juez Mario Hernán-
dez Martínez, que provocaron 
que un hombre con discapaci-
dad intelectual permaneciera 
en prisión dos meses, con el 
consecuente riesgo que corrió al 
estar albergado con reos de alta 
peligrosidad, la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos solicitó 
al procurador general de Justi-
cia del Estado, Tomás Coronado 

Olmos, un procedimiento admi-
nistrativo en contra del agente  
y que agregue a su expediente 
administrativo copia de la reso-
lución, como antecedente de que 
violó derechos humanos.

Los hechos ocurrieron en 
junio de 2010. Una mujer pre-
sentó queja a favor de su hijo, a 
quien detuvieron por el robo de 
un vehículo. A pesar de la evi-
dente discapacidad intelectual 
del joven, y de que ella presentó 
pruebas que avalaban su estado 

de salud mental, la Procuraduría 
consignó la averiguación previa y 
fue puesto a disposición del juez 
tercero de lo criminal del primer 
partido judicial del estado.

Es importante señalar que la 
quejosa no se inconformó direc-
tamente en contra del juez; sin 
embargo, dicho servidor público 
pasó por alto la solicitud que 
ante él hizo la agente social que 
asistió al agraviado durante su 
declaración preparatoria, para 
que se le practicara un dictamen 

psiquiátrico, pues dijo que le notó 
muchas incoherencias durante la 
entrevista que sostuvo con él.

No fue sino hasta 62 días 
después de que se tuvo la pre-
sunción de que era inimputable, 
y solo a petición de la defensa de 
oficio y de la contratada por la in-
conforme, cuando el juez involu-
crado dictó el sobreseimiento de 
la causa y su libertad, en virtud 
de los dictámenes psiquiátricos. 

De ello se deduce que el juez 
tercero de lo Criminal incurrió en 

una clara dilación al no ordenar 
con prontitud y legalidad la reali-
zación de los citados dictámenes 
psiquiátricos, con lo que actuó 
en perjuicio del procesado.

Por ello, la Comisión solicitó 
al pleno del Consejo de la Judi-
catura del Estado de Jalisco un 
procedimiento administrativo en 
contra del juez y que agregue 
copia de esta resolución al ex-
pediente administrativo del juez, 
como antecedente de que violó 
derechos humanos.
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Revisan avances sobre Recomendación
por la contaminación del río Santiago

Durante su gira por el municipio 
de Arandas, el presidente de la 
CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez 
Cibrián, sostuvo una reunión de 
acuerdos y diálogos con funcio-
narios y presidentes municipales 
de ocho ayuntamientos, así como 
líderes de 44 asociaciones civi-
les de la región para revisar los 
avances en el cumplimiento de la 
Recomendación 1/2009, emitida 
por la contaminación en el río 
Santiago. 

Álvarez Cibrián hizo una ex-
hortación a las administraciones 
municipales para trabajar en el 
acatamiento de los puntos re-
comendados, y sostuvo que aún 
es tiempo de actuar. La contami-
nación, dijo, es un problema que 
se ha generado desde adminis-
traciones anteriores, a través de 
muchos años; sin embargo, se 
han registrado avances impor-
tantes que muestran el interés de 
los funcionarios por solucionarlo. 
Añadió que la solución no inclu-
ye nada más a las autoridades, 
sino a la sociedad, por tratarse 

de un problema de corresponsa-
bilidad.

Recordó que fue gracias a 
la insistencia de la Comisión, al 
diálogo y al trabajo de convenci-
miento, que las 17 autoridades a 
las que fue dirigida la Recomen-
dación aceptaron cumplirla. 

Señaló que los municipios 
de Arandas, Atotonilco y Ocotlán 
han informado a la institución 
sobre sus avances; sin embargo, 

La Recomendación fue emitida en enero de 2009

dijo, no son suficientes.
Añadió que se han realizado 

otras acciones que no han sido 
notificadas a la Comisión, por lo 
que las autoridades se compro-
metieron a informar de ellas por 
escrito. 

Puntos relevantes

Álvarez Cibrián enfatizó en que 
dichos informes deben basarse 

La Comisión firma convenio con Arandas
Como parte del programa de 
regionalización, el titular de la 
CEDHJ firmó un convenio de 
colaboración con el presidente 
municipal del Ayuntamiento de 
Arandas, José Luis Valle Magaña, 
el cual considera una serie de 
cursos para funcionarios y servi-
dores públicos de la administra-
ción municipal.

Con la firma de este con-
venio se pretende crear una 
alianza importante con las au-
toridades municipales para que, 
de manera conjunta, coordinada 
y unida, en un compromiso de 
ambas partes, se den a la tarea 
de promover, defender, estudiar, 
divulgar y hacer que se respeten 
y garanticen los derechos huma-
nos en toda la región. 

En el acto se anunció que 
los días 19, 20 y 21 de octubre 
se llevaron a cabo los primeros 
cursos de capacitación a servi-
dores públicos del ayuntamiento 
por parte de personal de la Co-
misión.

Dentro de su agenda de tra-
bajo en el municipio, y como par-
te del programa de vinculación, 
Álvarez Cibrián sostuvo una re-
unión con representantes de 44 
organizaciones de la sociedad 
que trabajan a favor de los dere-
chos de diversos sectores de la 
población de esa región.

En la reunión, el titular de 
la Comisión invitó a los repre-
sentantes de las asociaciones a 
laborar de manera conjunta y de 
una forma prioritaria en la región 

de Los Altos para promover, di-
fundir y hacer que se respeten y 
garanticen los derechos huma-
nos de los grupos vulnerables, 
como la niñez, la juventud, adul-
tos mayores, mujeres, indígenas 
y personas con discapacidad, 
entre otras. 

Algunas de las asociaciones 
que asistieron son Coparmex 
Arandas; Coparmex Capilla de 
Guadalupe; Club de Rotarios; Im-
dec, AC; Defensores de los De-
rechos Ciudadanos de Los Altos; 
Centro Integral de Desarrollo 
Especial Arandense; Grupo Aran-
das de Asistencia Social; Conse-
jo de Desarrollo Rural; Deporte 
Adaptado; Centro de Desarrollo 
para la Mujer; entre otros orga-
nismos.

El documento considera cursos para servidores públicos

en los 11 puntos más relevan-
tes de la Recomendación, entre 
ellos: convocar especialistas que 
determinen las acciones oportu-
nas que resuelvan la contamina-
ción y los efectos; poner en mar-
cha sistema de transparencia y 
comunicación que permita a los 
afectados por la contaminación 
dialogar de manera directa con 
las autoridades encargadas de 
proyectos de restauración y 
mantenimiento; instaurar pro-
cedimientos administrativos de 
revocación de licencias, cance-
lación de permisos de construc-
ción y constancias de habilidad 
que pretendan ubicarse o se en-
cuentren en las márgenes del río 
Santiago; regulen y ordenen la 
inspección y vigilancia de todas 
las descargas de aguas residua-
les a la red de drenaje municipal; 
poner en funcionamiento sufi-
cientes plantas de tratamiento; 
considerar en su leyes de ingre-
sos multas o sanciones a indus-
trias contaminantes; adecuar el 
reglamento municipal que pre-

vea la obligación de las empre-
sas y particulares que desempe-
ñan actividades contaminantes; 
clausurar de manera temporal 
o definitiva y realizar inventario 
de las industrias contaminantes 
establecidas en la cuenta El Aho-
gado y el Alto Santiago.

	 Esta reunión es la se-
gunda de una serie que la CEDHJ 
llevará a cabo en algunos munici-
pios vinculados con la Recomen-
dación para revisar los avances y 
acordar acciones que incidan en 
su cumplimiento.

En el acto estuvieron pre-
sentes los presidentes munici-
pales de Arandas, José Luis Valle 
Magaña; y de Valle de Guadalu-
pe, Gabriel Coronado Casillas; el 
presidente del Instituto Vida, AC, 
Rodrigo Saldaña; funcionarios 
de los ayuntamientos de Acatic, 
Ocotlán, Mexticacán, Atotonil-
co, Tepatitlán y Jesús María, así 
como líderes de organizaciones 
civiles que trabajan a favor de los 
derechos de los habitantes de la 
zona alteña del estado.

El presidente de la CEDHJ 
también impartió la conferencia 
“Reforma constitucional en ma-
teria de derechos humanos” en 

la Casa de la Cultura municipal, 
ante servidores públicos, repre-
sentantes de la sociedad civil y 
estudiantes. 
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Anuncian presupuesto para Unidad de Salud 
Mental para Niños y Adolescentes

El anuncio tiene relación con el Pronunciamiento 2/10

El hospital entregó un cheque por 212 mil pesos

“El Hospitalito” repara daños a deudos de un niño

Al participar en la inauguración 
del Primer Congreso Latino-
americano sobre Salud Mental y 
Conducta Criminal, que organiza 
la Red Iberolatinoamericana de 
Investigación y Docencia en Sa-
lud Mental, el presidente de la 
CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez 
Cibrián, dio a conocer que el di-
rector del Instituto Jalisciense de 
Salud Mental (Salme) le informó 
que la Junta de Gobierno aprobó 
un presupuesto de 20 millones 
de pesos para la construcción, 
de manera inmediata, de un edi-
ficio que albergará a la Unidad 
Especializada en Salud Mental 
para Niños y Adolescentes, que 
contará con áreas de consulta 
externa, urgencias y hospitaliza-
ción.

El titular de la Comisión 
aprovechó este foro para dar a 
conocer esta trascendental no-
ticia, que tiene relación con el 
Pronunciamiento 2/10 que emi-
tió la institución en octubre del 
año pasado, luego de advertir 
violaciones de los ordenamien-
tos internacionales, federales y 
locales que garantizan el dere-
cho fundamental de la salud a las 
niñas, niños y adolescentes, por 
la falta de unidades que les pres-
tan servicios de atención integral 

hospitalaria médico-psiquiátrica 
en el estado.

Dijo que hace un año la Co-
misión hizo público que en la 
atención de la niñez había en 
Jalisco un retroceso importante 
por falta de apoyos guberna-
mentales y solicitó al Estado que 
garantizara la prestación de una 
atención médico psiquiátrica a la 
niñez y la adolescencia que pre-
sentan ideación o tentativa de 
suicidio, por medio de un área 
especializada que cuente con un 
espacio de hospitalización y per-
sonal capacitado.

Tras reconocer que la apro-
bación del presupuesto por par-
te de la Junta de Gobierno es un 
avance a favor de los derechos 
de la niñez, aclaró que el tema 
no concluye con la construcción 
de esta unidad especializada, 
pues la salud mental tiene que 
verse desde diversas perspecti-
vas, como la violencia que se da 
en la sociedad, la intrafamiliar y 
escolar, que con frecuencia tras-
ciende a conductas criminales o 
antisociales.

Felicitó a los organizadores 
del congreso por la participación 
de especialistas e investigadores 
y confió en que las conclusiones 
a las que se lleguen trasciendan 

en la creación de nuevas políti-
cas públicas que se reflejen en 
prácticas administrativas a favor 
del derecho a la salud.

En el acto de inauguración 

El Hospital General de Zapopan 
entregó 212 mil pesos como 
reparación del daño a los famil-
iares de un niño que fue herido 
de bala y se le negó la atención 
médica. El caso fue documenta-
do en la Recomendación 10/10, 
donde se comprobó la violación 
de los derechos del niño y a la 
protección de la salud.

Como una muestra de sen-
sibilidad y compromiso con las 
víctimas de violaciones de de-
rechos humanos, así como de 
voluntad para evitar que hechos 
similares se repitan, la directora 

del nosocomio cumplió con este 
punto recomendatorio y, ante el 
titular de la CEDHJ, hizo entrega 
del cheque a los padres del me-
nor de edad fallecido. 

Los hechos ocurrieron en 
enero de 2009. Varios medios 
de comunicación publicaron que 
personal del hospital le había 
negado la atención médica a un 
niño de siete años de edad que 
había sido lesionado con una 
bala en la víspera de año nuevo.

El menor de edad jugaba 
fuera del domicilio de sus tíos 
cuando recibió un impacto de 

bala en la cabeza. Sus familia-
res lo trasladaron de inmediato 
al citado hospital, donde se les 
informó que el equipo de rayos 
x estaba fuera de servicio, por lo 
que decidieron llevarlo a la Cruz 
Verde.

Una vez estabilizado el pa-
ciente, fue trasladado de nuevo 
al nosocomio para practicarle 
una tomografía. Casualmente, 
esta vez, el equipo ya funciona-
ba. Posteriormente fue trans-
portado en ambulancia al anti-
guo Hospital Civil, donde el 2 de 
enero falleció.

estuvo presente el doctor Daniel 
Ojeda Torres, director del Salme; 
Miguel Ángel Navarro Navarro, 
vicerrector ejecutivo de la Uni-
versidad de Guadalajara; Héctor 

Raúl Pérez Gómez, rector del 
Centro Universitario de Ciencias 
de la Salud; Fernando López 
Munguía, presidente de la Aso-
ciación Psiquiátrica Mexicana; 
Manuel Bailón Cabrera, presi-
dente del Colegio de Notarios del 
Estado de Jalisco; Vicente Xico-
téncatl Molina Ojeda, presidente 
del Comité Ejecutivo del Primer 
Congreso Latinoamericano de 
Salud Mental y Conducta Crimi-
nal; Telma Sánchez Villanueva, 
coordinadora del Capítulo Jalis-
co de la Asociación Psiquiátrica 
Mexicana; e Ismael Herrera To-
rres, vicepresidente del Colegio 
de Psiquiatras del Estado de 
Jalisco.

Las conferencias y talleres 
impartidos en este primer con-
greso abordaron temas temas 
como el bullying y sus repercu-
siones en las víctimas y victima-
rios; el derecho y la conducta 
criminal; manejo de la prueba 
en los delitos sexuales en niños, 
niñas y adolescentes; motivacio-
nes psicosociopatológicas del 
agresor sexual; suicidio; valora-
ción psiquiátrica forense en abu-
sadores sexuales; entre otros, y 
fueron tratados por especialistas 
provenientes de distintos países 
del continente americano.
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Se concilió en...

SEJ
Maestra recibe orienta-
ción psicopedagógica

Por intervención de la CED-
HJ, una maestra de la escuela 
primaria Carlos González Peña 
fue canalizada a la Dirección 
de Psicopedagogía con el fin 
de ser orientada sobre la for-
ma adecuada para establecer 
la disciplina entre los alumnos 
y los métodos que deben utili-
zarse. Lo anterior, luego de que 
golpeara a un menor de edad 
con un libro y hablara con sus 
alumnos para que la apoyaran, 
lo que ocasionó que los demás 
niños intentaran golpearlo a la 
hora del recreo.
 

Zapopan
Solicitan no refrendar 
permiso de extensión

El oficial mayor de Padrón y 
Licencias del Ayuntamiento de 
Zapopan, con base en obser-
vaciones hechas por la CEDHJ, 
decidió no volver a refrendar 
un permiso de extensión en el 
área del estacionamiento a un 
negocio, debido a la reinciden-
cia en las irregularidades en 
las que incurrió el propietario 
del local, ya que obstruía el 
área destinada para los vehí-
culos con mesas y sillas, inclu-
so bocinas con el sonido muy 
elevado. Con estas acciones 

también cerraba el paso a los 
peatones.

PGJE
Amonestan a agente del 
Ministerio Público

La CEDHJ solicitó a la Procura-
duría que se amoneste por es-
crito a un agente del Ministerio 
Público de Puerto Vallarta. Lo 
anterior, debido a que en va-
rios medios de comunicación 
aparecieron imágenes que 
fueron tomadas en el área 
restringida del anfiteatro del 
hospital regional, en donde se 
mostraba a una persona falle-
cida, desnuda y con sus heri-
das expuestas, por lo que los 
familiares interpusieron una 
queja en contra del agente, 
ya que la diligencia se encon-
traba a su cargo. Asimismo, la 
Comisión solicitó a la directora 
del nosocomio que extreme vi-
gilancia y control en el ingreso 
de las personas en esa área.
 
SEJ
Reubican a profesora en 
Puerto Vallarta

Por observaciones de la Co-
misión, el delegado regional 
en Puerto Vallarta de la Se-
cretaría de Educación reubicó 
a la directora de una escuela 
primaria de aquel municipio, 
luego de que varios padres de 
familia se inconformaron por el 
trato agresivo, grosero y bur-
lesco con el que se dirigía a los 
menores de edad. Asimismo, 
la servidora pública manejaba 
las aportaciones voluntarias a 
pesar de existir una mesa di-
rectiva. 

El delegado regional tam-
bién inició una investigación 
con relación al cobro de cuo-
tas y giró instrucciones para 
que la maestra acuda a un 
taller relacionado con las for-
mas correctas para imponer 
disciplina a los alumnos.

Durante octubre y noviembre, la 
Comisión llevará a cabo por se-
gundo año consecutivo la Super-
visión del Respeto de los Dere-
chos Humanos de la Niñez en las 
Instituciones Responsables de su 
Cuidado y Custodia, que arrancó 
con la visita en el Hogar de Tran-
sición Villas Miravalle.

El programa de supervisión 
tiene como fin impulsar las accio-
nes para garantizarles el pleno 
disfrute de todos sus derechos 
contenidos en la Constitución, 
en los tratados internacionales y 
en las leyes. Durante los próxi-
mos meses, cuatro visitadores y 
una psicóloga inspeccionarán 
12 albergues infantiles, dos de 
ellos públicos y 10 privados, que 
constituyen 45 por ciento del to-
tal en la zona metropolitana.

En la elaboración del progra-
ma se analizaron instrumentos 
jurídicos internacionales, nacio-
nales y estatales, con el propósi-
to de integrar un catálogo básico 
de los derechos como marco de 
referencia para realizar la super-
visión. 

Tras el análisis de estos 
instrumentos y de acuerdo con 
la situación de los infantes, se 
consideraron diez derechos a 
supervisar: a la vida digna, in-
tegridad física y emocional; a la 
salud; derechos de las personas 
con discapacidad; derecho a la 
supervivencia; a la educación; al 
desarrollo; a la identidad; a tener 
una familia; a la libertad; y dere-
chos civiles y políticos.

Una vez definidos los índices, 
se integró cada uno de ellos con 
los indicadores que se conside-
raron pertinentes para evaluar-
los, que en total suman 127.

La información se obtendrá 
mediante observación y entre-
vistas a directivos, personal y a 
niñas, niños y adolescentes al-
bergados.

Informe 2010

El año pasado, después de reali-
zar la supervisión a cuatro alber-

gues, la CEDHJ presentó un infor-
me especial, en el que concluyó 
que la problemática en torno a 
las niñas, niños y adolescentes 
separados del seno familiar re-
quiere de atención integral por 
parte del Estado.

Para cumplir tal encomienda 
solo cuenta con las casas hogar 
Cabañas y Villas Miravalle, y ca-
lificó de inaceptable que solo se 
cuente con dos establecimientos 
públicos y que el estado delegue 
esta delicada responsabilidad a 
la asistencia social privada. 

En el informe especial 2010 
la Comisión fue clara al afirmar 
que el Estado incurre en omisio-
nes que no solo vulneran los de-
rechos de la niñez, sino que pos-
tergan la solución del problema 
que se propone resolver al sepa-
rarlos de su familia, por abando-
no, abuso o negligencia, con lo 
que aumenta la segmentación y 
marginación de este sector.

Para la CEDHJ, la eficaz tute-
la de los derechos de las niñas 
y los niños representa una prio-
ridad por tratarse de un grupo 
vulnerable, ya que sus condicio-
nes físicas, psíquicas, históricas, 
económicas, sociales o culturales 
pueden provocar discriminación 
y, por consecuencia, violaciones 
de derechos.

Es por ello que, con base 
en lo que le marca la ley, este 
organismo elaboró una guía de 
supervisión del respeto de los 
derechos humanos de aquellos 
niños, niñas y adolescentes que 
se encuentran en la custodia de 
instituciones de manera tempo-
ral o permanente.

En esta supervisión se busca 
seguir insistiendo para que se 
puedan implementar nuevas 
políticas públicas que beneficien 
a los menores de edad que estén 
en esta situación en el estado.

El programa inició con una visita a Villas Miravalle
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	 21/10
	 Puerto Vallarta

Un hombre fue detenido por elementos de la poli-
cía turística sin un motivo aparente, lo esposaron y 
lo llevaron a un lugar alejado, donde lo golpearon y 

después lo dejaron libre. Mientras caminaba, lo interceptó otra 
patrulla de la misma corporación, cuyos tripulantes lo llevaron al 
mismo lugar y después a los separos municipales. El hombre fue 
puesto en libertad al día siguiente. Una vez en su domicilio, fue 
trasladado a la Cruz Roja y posteriormente ingresó al hospital 
Regional, donde fue intervenido quirúrgicamente debido a los 
golpes. El Ayuntamiento de Puerto Vallarta se negó a reparar 
el daño, como lo solicitó la Comisión al acreditar violación del 
derecho a la legalidad y seguridad jurídica, a la integridad y se-
guridad personal, a la libertad, a la protección de la salud y al 
trato digno.

	 26/10
	 Tonalá

Policías municipales, algunos vestidos de civil y otros 
con uniforme, ingresaron a un domicilio sin contar 
con orden de cateo, amagaron a los que se encon-

traban en el interior y golpearon a uno hombre, a quien se lleva-
ron detenido. La justificación de los oficiales fue que tenían una 
denuncia anónima de venta de droga. La CEDHJ solicitó procedi-
mientos administrativos para los policías involucrados, pero no 
ha obtenido respuesta por parte del ayuntamiento.

	 12/11
	 El Salto

En cumplimiento a la Recomendación 12/11, el alcal-
de de El Salto entregó un cheque por 70 mil pesos a 
la esposa de un hombre que, luego de ser detenido 

por elementos de la Dirección General de Seguridad Pública de 
ese municipio, se quitó la vida dentro de las celdas. La CEDHJ 
acreditó la violación de los derechos a la legalidad y seguridad 
jurídica y a la protección de la salud por parte de los servidores 
públicos encargados de la custodia, quienes no adoptaron las 
medidas adecuadas para atender el estado de crisis del deteni-
do, lo que puso en evidencia su falta de capacitación.
	
	 15/11
	 Guadalajara

El Ayuntamiento de Guadalajara destituyó a dos po-
licías municipales, luego de que la CEDHJ acreditó 
que violaron los derechos a la seguridad jurídica y 

a la legalidad de un joven al que le practicaron una revisión de 
rutina. En los hechos quedó comprobado que los uniformados 
no encontraron nada ilegal; sin embrago, le pidieron su teléfono 
celular con la amenaza de que si no se los daba, le sembrarían 
droga y se lo llevarían detenido. 

Quién sí
y quién
no cumple

Recomendaciones

Con la firma del documento se busca fortalecer las labores de los organismos civiles

Con el fin de fortalecer las labo-
res de las organizaciones civiles 
defensoras de derechos huma-
nos, se efectuó una firma de 
convenio interinstitucional entre 
la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, la CEDHJ y 44 
organizaciones de la sociedad 
civil que defienden, promueven y 
difunden la cultura de respeto a 
los derechos humanos. 

Durante la firma y reunión 
mensual con representantes de 
las distintas asociaciones civiles, 
el titular de la CEDHJ se dijo com-
placido por formalizar la alianza 
de trabajo que ya se viene rea-
lizando con estas 44 organiza-
ciones. 

Señaló que a dos años de 
que la CEDHJ iniciara las mesas 
de trabajo mensuales con los 
representantes de las organiza-
ciones civiles, se han obtenido 
resultados importantes; entre 
ellos se encuentran proyectos le-
gislativos que han nacido desde 
la sociedad, como la Ley Estatal 
para la Atención e Inclusión de 
Personas con Discapacidad, pro-
movida e impulsada por los de-
fensores civiles de los derechos 
de este grupo vulnerable que 
asisten a estas reuniones.

Agregó que existen otros 
proyectos que se están impul-
sando a través de estas reunio-
nes mensuales, como la Ley Es-
tatal para Prevenir la Violencia 
Escolar.

Por su parte, el secreta-
rio técnico de la CNDH, Óscar 
Elizundia Treviño, reconoció la 
labor del ombudsman del es-
tado a favor de la defensa y la 
protección de los derechos hu-
manos de los jaliscienses, así 
como a las organizaciones de la 
sociedad civil. Esta labor coor-
dinada en todo el país, dijo, ha 
fructificado, pues “en las últimas 
décadas el Estado mexicano ha 
tenido importantes avances en 
materia de derechos humanos; 
la firma y ratificación de distintos 
instrumentos internacionales, la 
publicación de leyes orientadas 
en proteger estos derechos son, 
sin duda, prueba de ello”.

Al hacer referencia a las 
reformas constitucionales en 
materia de derechos humanos, 
Elizundia Treviño dijo que no po-
drían ser concebidas sin la parti-
cipación y el trabajo comprome-
tido de las organizaciones de la 
sociedad civil, las cuales repre-
sentan una parte fundamental 

del sistema no jurisdiccional de 
protección y promoción de los 
derechos humanos. 

Respecto a la firma de este 
convenio de colaboración, el re-
presentante de la CNDH expresó 
su deseo de que “esto no se 
quede como letra muerta sino, al 
contrario, fomentar en cada uno 
los ámbitos de las distintas orga-
nizaciones aquí representadas, 
acciones particulares en materia 
de difusión, divulgación, promo-
ción en derechos humanos”. 

Señaló además que la parte 
más importante en el tema de los 
derechos humanos, más que su 
defensa misma, es la educación 
en esta materia, de tal forma que 
se prevengan violaciones a los 
derechos humanos en su sentido 
más amplio.

Con estas acciones se forta-
lece la cultura de respeto a los 
derechos y libertades de las per-
sonas, se desarrolla a su vez el 
sentido social respecto a la dig-
nidad del ser humano, al promo-
ver valores como la tolerancia, 
la comprensión, la inclusión y la 
igualdad, necesarios para facili-
tar la participación ciudadana y 
promover el desarrollo sustenta-
ble centrado en las personas.
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La salud mental infantil, una problemática visible

La mirada inquieta del pequeño J. –de 
nueve años de edad– refleja su estado 
de ánimo impaciente y la sensación “exa-
gerada” de estar en un lugar y en otro. 
En la escuela tiene varios reportes por su 
conducta desafiante.

A su corta edad, el pequeño recono-
ce que le cuesta trabajo seguir las ins-
trucciones de los adultos y con facilidad 
se enoja. Relata que cuando comienza a 
molestarse siente que la cabeza le esta-
lla, la respiración comienza a acelerarse 
y las manos se inquietan. “No lo puedo 
controlar”, dice.

Los cambios repentinos en su con-
ducta suceden cuando le alzan la voz para 
pedirle que haga algo o le prohíben jugar 
con los aparatos electrónicos. En algunos 
casos la relación con sus hermanos mayo-
res es agresiva. 

Pero J. no es el único que presenta 
este tipo de trastorno de conducta, ca-
talogada como oposicionistas desafiante. 
Hoy en día, en Jalisco cada vez son más 
los menores de edad que presentan algún 
tipo de trastorno mental. De no ser aten-
didos a tiempo, las consecuencias pueden 
complicarse en edad adulta.

De acuerdo a un estudio realizado 
durante 2010 en la zona metropolitana 
de Guadalajara (ZMG) y en las 11 regio-
nes sanitarias por parte del Instituto Jalis-
ciense de Salud Mental (Salme) de la Se-

ciona la clínica, ha habido un incremento 
considerable en la afectación de la salud 
mental infantil. Anualmente son atendidos 
más de 300 casos, y en los últimos años 
se ha observado un alza importante en 
las conductas agresivas y violentas.

Ante este panorama, la Comisión Es-
tatal de Derechos Humanos Jalisco (CED-
HJ) emitió el pronunciamiento 2/2010 en 
octubre de 2010, en el cual señala la falta 
de centros especiales que atiendan a ni-
ños con problemas de salud mental.

La CEDHJ basa su petición en que la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) 
define la salud como el estado completo 
de bienestar físico, mental y social del ser 
humano, por lo que es un derecho reco-
nocido, expresó su titular, Felipe de Jesús 
Álvarez Cibrián, al dar a conocer el pro-
nunciamiento. 

Refirió que el artículo 4° de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos obliga a las entidades guber-
namentales que conforman el Sistema 
Nacional de Salud a ejercer acciones des-
tinadas a la preservación y conservación 
de la salud de los mexicanos sin distin-
ción, mediante la asistencia social, la pro-
moción y la atención oportuna, eficiente, 
responsable, humanitaria y profesional de 
los servicios médicos.

En este aspecto, el ombudsman seña-
laba que a las niñas, niños y adolescentes 

Problema sin edad

Para el director del Centro de Atención 
Integral de Salud Mental de Estancia 
Breve (Caisame), Eduardo Valle Ochoa, 
resulta más alarmante cuando el proble-
ma se refleja una población vulnerable, 
como la infantil.

En cuanto a los principales tras-
tornos mentales que llegan a tener los 
niños, niñas y adolescentes de Jalisco, 
14 por ciento de la población infantil de 
la zona metropolitana de Guadalajara 
(ZMG) analizada presenta trastorno por 
déficit de atención con hiperactividad, 
mientras que en el interior del estado es 
cuatro puntos más arriba.

En segundo rubro está la conducta 
oposicionista desafiante; en la ZMG es 
de 9 por ciento, y en el resto del estado, 

de 11; la depresión, en la zona metropo-
litana fue de 7 por ciento, y en resto del 
estado subió a 9; y con trastorno de an-
siedad, 7 por ciento de los menores de 
edad de la metrópoli lo padece, mientras 
que en los demás municipios aumenta un 
punto.

Aunado a estas patologías, el médico 
psiquiatra mencionó que pueden encon-
trarse otros elementos que perturban la 
salud mental de la población infantil, como 
alcoholismo en la familia, violencia intra-
familiar, pobreza, desintegración familiar, 
divorcio y migración.

“Todos estos son factores de riesgo 
para que un niño o algún adolescente 
pueda demostrar una sintomatología de 
carácter mental o incluso tener ya bási-
camente un trastorno bien definido de 
ansiedad, de depresión”.

El director de Caisame manifestó que 
pueden atribuirse a aspectos de tipo so-
cioeconómico, cultual, escolar y de entor-
no intrafamiliar.

Los mayores índices de problemas 
mentales en la entidad, de acuerdo al 
estudio del Instituto Jalisciense de Salud 
Mental, realizado de manera aleatoria a 
familias jaliscienses, revela que el mayor 
porcentaje lo registra la región Sierra de 
Amula, con 41.8 por ciento; 32 por ciento, 
la región Valles; Costa Sur, 30 por ciento; 
la Ciénega, 23 por ciento; y la zona metro-
politana obtuvo 16 por ciento.

Esta situación deja ver la enorme ne-
cesidad que existe para atender la salud 
mental de la población infantil jalisciense, 
a través de programas de prevención, 
promoción y atención en la salud primaria 
en todo el estado.

Isaura López Villalobos

cretaría de Salud Jalisco, 60 por ciento de 
la población puede llegar a presentar un 
síntoma de carácter emocional. Este ran-
go de porcentaje es preocupante: quiere 
decir que seis de cada 10 jaliscienses 
puede llegar a presentar un trastorno de 
salud mental.

Falta atención

Además, faltan centros de atención de sa-
lud mental en cada región sanitaria que 
brinden el tratamiento adecuado para los 
infantes que se encuentran en estadios 

críticos y un mayor vínculo entre los sec-
tores salud, educación y familiar.

La responsable del Centro de Servi-
cios de Psicología Clínica para Niños del 
Centro Universitario de Ciencias de la 
Salud (CUCS) de la Universidad de Gua-
dalajara (UdeG), Guadalupe Covarrubias 
de la Torre, indicó que cuando un niño es 
atendido en etapa temprana, puede gene-
rar un mejor pronóstico individual, familiar 
y social, e incluso “prevenir un trastorno 
mayor que pudiera presentarse en la vida 
adulta”.

Advierte que, en los 37 años que fun-

Urgen centros de atención para la salud mental de niños y niñas: CEDHJ

Déficit de atención, el más común
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de la entidad “no se les está garantizan-
do este derecho, ya que el estado no les 
ha otorgado centros de atención integral 
hospitalaria médico-psiquiátrica”.

Además, sostenía que una de las ac-
ciones prioritarias que deberían incluirse 
en los programas de salud mental era la 
promoción y el desarrollo psicosocial de 
la niñez, considerando dos aspectos: el 
estímulo al desarrollo temprano y la re-
ducción de las conductas violentas. 

Estudios sobre la prevalencia de 
trastornos psiquiátricos en niñas, niños y 
adolescentes reportan entre 14 y 20 por 
ciento de casos, de los cuales, 7 por cien-
to son severos. 

Rezago en la materia

Después de una investigación, la CEDHJ 
sostiene que en Jalisco hay un “rezago 
importante” para atender la salud mental 
de niños, niñas y adolescentes, incluso de 
la población adulta.

Además, advierte que el sector salud 
carece de un espacio apropiado para el 
tratamiento integral y de hospitalización 
de casos críticos que, de no ser atendidos 
oportunamente, podría derivar en suicidio 
y homicidio.

Ante las diversas observaciones que 
realizó el titular de la CEDH hace un año 
dos meses al emitir el pronunciamiento, 
en octubre del presente año la Junta de 
Gobierno del Organismo Público Descen-
tralizado (OPD), Servicios de Salud Jalisco 
aprobó un presupuesto de 25 millones de 
pesos para la construcción de la Unidad 
Especializada en Salud Mental para Niños 
y Adolescentes.

El director del Caisame, Eduardo Va-
lle, mencionó que el objetivo principal es 
atender a los menores de edad que pre-
sentan diversas patologías mentales, que, 

de acuerdo al diagnostico realizado, van 
en aumento.

La unidad especializada será “exclu-
siva” para crisis de niños o adolescentes, 
contará con 20 camas para hospitaliza-
ción, divididas en cuatro dormitorios (dos 
salas para niños y dos para niñas), tendrá 
un área verde, un salón de usos múltiples 
y un área de observación para atender 
estadios críticos.

Además, habrá una unidad de cuida-
dos inmediatos con seis camas y la con-
sulta externa estaría cubierta por nueve 
cubículos y personal altamente capacita-
do para atender al sector infantil (paidop-
siquiatras, psicólogos especializados en 
terapias para niños, trabajadora social). 
Se planea que el servicio de urgencia fun-
cione las 24 horas del día, los 365 días al 
año, en tres turnos y jornada acumulada.

La unidad especializada en la salud 
mental de niños, niñas y adolescentes se-
ría el segundo espacio más importante en 
el país después de la Ciudad de México. 
Sin embargo, es un paso ante la demanda 
que se tiene en la zona metropolitana de 
Guadalajara, cuando la mayor incidencia 
de trastornos mentales está en el interior 
del estado.

Para este espacio, los especialistas 
de Salme ya cuentan con el proyecto ar-
quitectónico y ejecutivo de la obra, el cual 
costará cerca de 25 millones de pesos. El 
inmueble se ubicaría a una costado del 
Caisame estancia breve, en la calle de Zo-
quipan, en el municipio de Zapopan.

Una vez que se aprobó el proyecto, 
los encargados de la Junta de Gobierno 
de la Secretaría de Salud tienen que ges-
tionar los recursos económicos. Las au-
toridades confían que la primera piedra 
se coloque a finales de diciembre próximo 
para comenzar a atender a la población 
infantil en el segundo semestre de 2012.

El interés superior 
del niño

Salme anunció presupuesto para Unidad de Salud Mental para Niños y Niñas 

Interés superior del niño: acciones tendentes a garantizar una vida digna

El principio del interés superior del niño o 
niña, es un conjunto de acciones y proce-
sos tendentes a garantizar  un desarrollo 
integral y una vida digna, así como las 
condiciones materiales y afectivas que les 
permitan vivir plenamente y alcanzar el 
máximo de bienestar posible. 

Miguel Cillero, responsable del área 
jurídica de Unicef  en Chile, plantea que la 
noción de interés superior es una garantía 
de que “los niños tienen derecho a que 
antes de tomar una medida respecto de 
ellos, se adopten aquellas que promuevan 
y protejan sus derechos y no las que los 
conculquen”. Él considera que esta noción 
supera dos posiciones extremas: el auto-
ritarismo o abuso del poder que ocurre 
cuando se toman decisiones referidas a 
los niños y niñas, por un lado, y el pater-
nalismo de las autoridades por otro. 
Para el citado autor el concepto del inte-
rés superior del niño tendría por lo menos 
algunas funciones y que, a nuestro pare-
cer se refieren a:

Ayudar a que las interpretaciones jurídi-
cas reconozcan el carácter integral de los 
derechos del niño y la niña. 

Obligar a que las políticas públicas den 
prioridad a los derechos de la niñez.

Permitir que los derechos de la niñez 
prevalezcan sobre otros intereses, sobre 
todo si entran en conflicto con aquellos.

Orientar a que tanto los padres como el 
Estado en general, en sus funciones que 
les son relativas, tengan como objeto “la 
protección y desarrollo de la autonomía 
del niño en el ejercicio de sus derechos 
y que sus facultades se encuentran limi-
tadas, justamente, por esta función u ob-
jetivo”.

Así, el interés superior del niño o niña 
indica que las sociedades y gobiernos de-
ben de realizar el máximo esfuerzo posi-
ble para construir condiciones  favorables 
a fin de que éstos puedan vivir y desple-
gar sus potencialidades. Esto lleva implí-
cita la obligación de que, independiente-
mente a las coyunturas políticas, sociales 
y económicas, deben asignarse todos los 
recursos posibles para garantizar este 
desarrollo.

La noción del interés superior del niño 
o niña significa por otro lado, que el cre-
cimiento de las sociedades depende en 
gran medida de la capacidad de desarro-
llar a quiénes actualmente se encuentran 
en esta etapa de la vida de la humanidad. 
Desde esta perspectiva, dicha prioridad 
no es producto de la bondad de la socie-
dad adulta o de los sistemas de gobierno, 
sino que constituye un elemento básico 
para la preservación y mejoramiento de 
la raza humana. 

Fuente:www.derechosinfancia.org.mx
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Opinión invitada

Sin duda, la violencia es un fenómeno 
presente en nuestra vida de todos los 
días. Los periódicos a diario nos dan 
noticias de hechos violentos, homici-
dios, robos, secuestros y otros. Es pro-
bable que quienes lean esta nota, o sus 
familiares cercanos, hayan enfrentado 
algún episodio de violencia en los me-
ses recientes.

La violencia es una compañera in-
cómoda e inquietante de nuestro diario 
vivir en Jalisco y en Guadalajara. La es-
cuela no escapa de esta situación. Tam-
bién esta institución tan querida por to-
dos sufre en su interior la presencia de 
sucesos violentos; a veces graves. Un 
ejemplo es el bullying. Con esa palabra 
del idioma inglés se hace referencia al 
acoso entre pares. Los jóvenes y los ni-
ños son víctimas de acoso dentro de la 
escuela por parte de algún compañero 
o compañera. Los padres y las madres 
se angustian porque ese acoso rebasa 
ciertos límites tolerables. Desde luego, 
los estudiantes que lo sufren también se 
angustian. Los docentes y directivos se 
muestran sorprendidos por este acoso 
entre los estudiantes y en ocasiones se 
convierten en víctimas de amenazas, 
insultos verbales y hasta daño físico en 
su persona o en sus cosas. Y sin duda 
también existen conductas de acoso de 
los y las docentes ha-
cia estudiantes.

El acoso es una 
conducta violenta 
(burlas, apodos y pa-
labras hirientes por 
el aspecto físico del 
compañero, escarnio 
por algún defecto o 
discapacidad física,  
imposturas, chantaje 
o amenazas con ar-
mas o sin ellas) hacia 
un compañero o grupo de compañe-
ros, reiterada, incesante y creciente. Es 
realizada en momentos en los cuales 
hay otros estudiantes o docentes como 
observadores.

El acoso sucede en público para 
que los espectadores se den cuenta y 
reciban el mensaje de la “fuerza” del 
acosador, se identifiquen con la “fragili-
dad” de la víctima y se den cuenta que 
son víctimas potenciales del acosador. 

El acoso no es una burla ocasional, o 
unas palabras altisonantes de vez en 
cuando. Tampoco es acoso el lenguaje 
típico entre compañeros o entre jóve-
nes, en el cual se “pone de moda” usar 
palabras que, fuera de la escuela, los 
mayores escuchamos como faltas al 
respeto. Las mediciones más recientes 
de las percepciones de los alumnos in-
dican que en Jalisco cerca de la mitad 
de los estudiantes han sido o son víc-
timas de alguna clase de acoso. Aquí 
está lo inquietante.

El acoso proviene del descontrol 
de las emociones y los sentimientos. Es 
una señal de la baja o muy baja capa-
cidad de los estudiantes, y también de 
sus educadores, de entender, manejar y 
encauzar las emociones y sentimientos 
que se les suscitan en su persona.

Así como vemos a un tenista, por 
ejemplo, destrozar su raqueta por el 
enojo de fallar una jugada clave, así 
un joven explota ante una nimiedad 
porque carga en él enojos, corajes, re-
sentimientos y aun daños emocionales 

graves. Cualquier pre-
texto es causa de ese 
desahogo descontro-
lado. Y dirigirlo contra 
un compañero que se 
somete a esa violen-
cia causa el efecto de 
poder: el descontrol 
me da poder sobre 
otros.

Esa “satisfacción” 
encubre la incapaci-
dad para identificar y 

manejar el enojo y el descontrol. Conte-
ner y prevenir el acoso hace necesario 
habilitar y formar a los estudiantes para 
identificar, manejar y controlar las emo-
ciones y sentimientos.

Esa labor implica a la escuela y, so-
bre todo, a la familia y a la sociedad en 
su conjunto.

* Académico del Departamento de 
Educación y Valores del ITESO

Acoso en la escuela
Doctor Miguel Bazdresch Parada*

Instituciones deben 
respetar culto

La CEDHJ llama a las instituciones a armonizar reglamentos con la Constitución

La CEDHJ hizo un llamado a las autorida-
des en el estado para que se respeten los 
derechos consagrados en la Constitución, 
los tratados internacionales, las leyes fe-
derales y locales, y permitan la asistencia 
espiritual, conforme a las diferentes re-
ligiones de los pacientes, en las institu-
ciones públicas de salud, como parte del 
ejercicio pleno y la garantía del derecho 
a la libertad de culto; de lo contrario, se 
podría configurar un acto discriminatorio.

Hizo, además, una exhortación para 
que armonicen sus reglamentos internos 
a las leyes locales, federales, a la Consti-
tución y a los tratados internacionales en 
la materia, con el fin de dejar claro el pro-
cedimiento y la forma de cómo se debe de 
garantizar ese derecho.

El titular de la CEDHJ fundamentó su 
llamado en la Ley Federal para Prevenir 
y Eliminar la Discriminación, la Convención 
Americana de Derechos Humanos, artícu-
lo 12; y en la Declaración sobre la elimi-
nación de todas las formas de intolerancia 
y discriminación fundadas en la religión o 
las convicciones, artículos 1, 2 y 6, inciso 
h, que dice: “El derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia, de religión o 
de convicciones comprenderá, en particu-
lar, las libertades siguientes: […] La de 
observar días de descanso y de celebrar 
festividades y ceremonias de conformidad 
con los preceptos de una religión o con-
vicción”. 

El ombudsman se pronunció así tras 
haberse concretado una disculpa pública 

por parte de Rigoberto Navarro Ibarra y 
Benjamín Gálvez Gálvez, directores de los 
hospitales civiles Fray Antonio Alcalde y Dr. 
Juan I. Menchaca, respectivamente, a los 
miembros de la Iglesia de la Luz del Mun-
do, a quienes les habían negado y condi-
cionado el ingreso a los nosocomios a la 
anuencia de autoridades de otra religión, 
con el argumento de que ellos habían sido 
los fundadores y de que el reglamento in-
terno de la unidad hospitalaria no permite 
el paso a ninguna persona ajena a esa 
institución. En el acto estuvo presente la 
diputada local del distrito IX, Noa Zurisa-
dai Acosta Esquivias.

Álvarez Cibrián destacó la sensibili-
dad mostrada por los servidores públicos 
de los hospitales civiles al reconocer un 
error, rectificarlo y ofrecer una disculpa 
por escrito y pública, como parte de la 
conciliación de la queja 4183/2011, pre-
sentada el 8 de agosto por la negativa de 
los directores del antiguo y nuevo hospi-
tal civil a autorizar que ministros de culto 
de la Luz del Mundo acudieran el 15 de 
agosto para asistir espiritualmente a sus 
feligreses internados y concelebrar un 
acto que es parte de su religión.

Gracias a una propuesta conciliatoria 
de la CEDHJ, el mismo 8 de agosto el direc-
tor del OPD Hospital Civil de Guadalajara, 
Jaime Agustín González Álvarez, instruyó a 
los titulares de los nosocomios para que 
autorizaran el 15 de agosto la visita de los 
ministros de dicha iglesia a los pacientes, 
y ofreció una disculpa por escrito. 

    

Los jóvenes y los niños 
son víctimas de acoso 
dentro de la escuela por 
parte de algún compa-
ñero o compañera. Los 
padres y las madres se 
angustian porque ese 
acoso rebasa ciertos lí-
mites tolerables.
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Es necesario que la sociedad despierte y 
trabaje contra violencia escolar: María Ruiz 

Burlas, miradas, palabras, gol-
pes. ¿Adultos? No. Son niñas y 
niños. Algunos son acosados; 
otros, acosadores. Finalmente, 
víctimas todos. 

El bullying entre los infantes 
es un tema lamentable, pero es 
importante que los menores de 
edad lo reconozcan para que 
puedan dimensionar sus conse-
cuencias.

En Jalisco no tenemos un 
seguimiento y manejo adecua-
do de los menores de edad que 
sufren y hacen violencia en las 
escuelas. Existe la Dirección de 
Psicopedagogía de la Secreta-
ría de Educación Jalisco (SEJ), 
pero no es suficiente. Se nece-
sitan gabinetes psicológicos por 
lo menos en cada zona escolar 
para atender la violencia escolar. 
Se requiere que exista compro-
miso y corresponsabilidad por 
parte de los padres o tutores. 
Se demanda, en pocas palabras, 
“atención inmediata al acosado y 
al acosador”.

También se requiere generar 
conciencia en todos: escuela, fa-
milia, sociedad y gobierno para 
trabajar en pro de una educación 
por la paz, asevera, en entrevis-
ta, María del Refugio Ruiz More-
no, presidenta de la Asociación 
Jalisciense de Padres de Familia 
en Contra de la Violencia y el 
Acoso Escolar en la Educación 
Básica, AC, (Asjapava). 

–¿Los victimarios tienen 
conciencia del daño que están 
generando a sus compañeros? 

–En la mayoría de los casos 
sí, y es una forma de trasladar la 
violencia que ellos mismos viven 
en casa, ya sea por la violencia 
intrafamiliar, sexual, física, psico-
lógica, etcétera, que ejercen los 
padres, tutores.

La minoría restante se cree 
superior o diferente a la víctima. 
De hecho, estos pueden pensar 
que están bien y que no hay pro-
blema por sus conductas agresi-
vas.

–¿Saben que sus actos ten-
drán consecuencias negativas?

–Por supuesto que actúan 
pensando que “no pasa nada”, 
que todo es normal, y que de 
ninguna manera tendrán conse-
cuencias. Muchas de las veces 
los padres no saben que son 
corresponsables de las acciones 
de sus hijos; en otras, los proge-
nitores protegen de tal manera 
que evitan que sus vástagos se 
enfrenten a las consecuencias 
por sus malas conductas. 

Lo ven normal

–¿Cómo ha sido la percepción 
por parte de los niños y niñas 
para erradicar este problema? 

–Desgraciadamente los ni-
ños hoy en día, por los ambien-
tes que vivimos tan llenos de 
violencia, ven normal sus con-
ductas, pues ellos son testigos 
de lo que sucede en la sociedad 
por la información a través de los 
medios de comunicación, la calle 
y los juegos cibernéticos.

–¿Qué objetivos ha logrado 
Asjapava? 

–Se sacó de la “congelado-
ra” la iniciativa de la ley contra la 
violencia y el acoso escolar, y en 

un trabajo legislativo unieron es-
fuerzos y lograron una iniciativa 
a la ley de educación del estado, 
en donde se adiciona el título no-
veno, denominado “De la seguri-
dad y la convivencia escolar”, la 
cual pasó a segunda lectura para 
su anuencia y esperamos que 
sea aprobada por los legislado-
res del Congreso estatal, ya que 
su voto es en favor de los niños, 
adolescentes y jóvenes para te-
ner certeza y legalidad jurídica. 

La SEJ, por parte de la di-
rección jurídica, tuvo un acerca-
miento con nosotros para dar 
atención y seguridad a los me-
nores que se encuentran invo-
lucrados y que forman parte de 
nuestra asociación, y para darles 
atención a los padres que cada 
vez se sienten más defraudados 
por no encontrar apoyo en las 
Instituciones. 

La Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos firmó convenio de 
vinculación con la SEJ y la CNDH, 
un logro histórico para la socie-
dad en Jalisco. Además la CEDHJ 
giró la primera recomendación 
por violencia escolar. La sociedad 
en Jalisco, como en todo México, 
ha despertado a la conciencia de 
la denuncia.

Hemos inspirado a otros a 
conformar más asociaciones y 
fundaciones para prevenir este 
fenómeno. Las universidades 
privadas y públicas están traba-
jando en la investigación de esta 
problemática. Hubo acercamien-
to de los sindicatos de maestros 
del estado, también se han dado 
vinculaciones importantes con la 
instituciones gubernamentales, 
de la sociedad civil, colegios de 
abogados y medios de comuni-
cación. 

¿Y las leyes?

–¿La ley contra la violencia y el 
acoso escolar que se está plan-
teando en el Congreso cumple 
con las expectativas y señala-
mientos justos y necesarios?

–Esta iniciativa es perfecti-
ble. Nosotros esperamos que sea 
aprobada en el pleno del Congre-
so del Estado. Nos debe quedar 
claro que no daña a nadie, por el 
contrario, regula la problemática 
que vivimos por esta violencia. 
Debemos dar apoyo a las vícti-
mas con certeza jurídica. Los 
maestros deberán desempeñar 
sus labores como orientado-
res que son, y responsables de 

los menores en custodia. Las 
sanciones están previstas en la 
Ley de Servidores Públicos. Los 
beneficios son muchos, ya que 
habrá controles y así se evitará 
caer en la impunidad, como has-
ta ahora.

–¿Cuál es la meta de Asjapa-
va a corto plazo? 

–En conjunto con el colectivo 
ciudadano Creer para Construir, al 
que pertenezco, que influyan en 
la vida de la sociedad jalisciense 
para que se involucre, despierte 
y trabaje con corresponsabilidad 
y así lograr una convivencia en 
armonía, paz, equidad y justicia.

–En el acercamiento directo 
que ha tenido su asociación con 
los niños, ¿qué novedades han 
encontrado?

–Conforme a los estudios 
de los especialistas y los que 
trabajamos en el tema, confir-
mamos que el bullying siempre 
ha existido, pero hoy los medios 
cibernéticos le han dado fuerza, 
esto está causando estragos en 
nuestra niñez, que les está lle-
vando a caer en juegos de difu-
sión masiva, como, subir videos 
de burla, utilizando el sexting y 
texting para denigrar al compa-
ñero y para desprestigiarlo a 
través de las redes sociales.

–La familia, el estado y el 
sector educativo ¿qué rol juegan 
para apoyar a los infantes que 
sufren esta violencia escolar?

–La familia es parte funda-
mental. Debemos retomar con-
ductas, ser firmes y constantes 
en la educación de nuestros 
hijos, evitando el maltrato, for-
mar valores y ser congruentes 
de lo que decimos, hacemos y 
hablamos. La violencia, genera 
violencia. No debemos de incitar 
a nuestros hijos a la misma, los 
hijos multiplican las conductas 
aprendidas de casa.

Por su parte, el Estado tie-
ne la obligación de garantizar 
el respeto de los derechos hu-
manos de todas las personas y 
sobre todo defender el interés 
superior de la infancia.

Érika Ruán

María del Refugio Ruiz Moreno, presidenta de Asjapava, AC



Noviembre de 2011

Pedrito y el tiempo perdido
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Tradición, ignorancia de las con-
secuencias o necesidad de de-
mostrar que se pertenece a un 
sector social “muy macho” o muy 
nacionalista, son factores que 
explican el ejercicio de una prác-
tica adoptada desde hace siglos: 
disparar al aire en año nuevo o 
en fiestas patrias. Esta práctica 
se incrementa ante la prolifera-
ción de armas de fuego y, peor 
todavía, son cada vez más las 
probabilidades de que alguien 
muera por una bala perdida.

“Cuando escuches los dispa-
ros, métete a la casa”, o “pro-
cura no estar en la calle pasada 
la medianoche” son las reco-
mendaciones que suelen darse. 
Pedrito no fue la excepción; un 
menor de siete años que, para 
mayor desgracia, no sólo murió a 
causa de una bala perdida, sino 
por un tiempo perdido irreme-
diablemente en el hospital que 
debió salvaguardar su derecho 
a la vida.

Jugaba en la calle acompa-
ñado de sus primos y de uno de 
sus tíos después del abrazo de 
año nuevo. Es bastante irónico 
que la desgracia sucediera justo 
en las primeras horas de 1 de 
enero de 2009, después de los 
brindis y los buenos deseos.

Los múltiples disparos hi-
cieron que los papás de Pedrito 

salieron a buscarlo, pero lo en-
contraron herido en brazos de 
su tío. Una bala había alcanzado 
su cabeza y lo había dejado in-
consciente, por lo que decidie-
ron llevarlo al Hospital General 
de Zapopan, conocido como El 
Hospitalito, donde encontraron 
cerrado el servicio de urgencias.

Tras rodear la clínica en 
busca de atención, encontraron 
la negativa de los médicos de 
guardia, quienes argumentaron 
que el menor requería una to-
mografía axial computarizada, 
que en el hospital no podían 
practicarle porque, según ellos, 
no funcionaba el tomógrafo. De 
modo que la estancia de Pedrito 
ahí fue en vano y se perdieron 
minutos vitales.

Sus padres lo llevaron a la 
Cruz Verde Norte, donde lo esta-
bilizaron y les sugirieron regresar 
en ambulancia a El Hospitalito, 
donde a su llegada, curiosamen-
te el tomógrafo ya funcionaba, 
sólo 45 minutos después de que 
les había sido negado. Ahí estu-
vo otros minutos entre la vida y 
la muerte, hasta que fue tras-
ladado al antiguo Hospital Civil, 
donde le diagnosticaron muerte 
cerebral y falleció un el 2 de ene-
ro de 2009.

Como el caso de Pedrito hay 
muchos. Cada año, niños y adul-

tos mueren, no necesariamente 
debido a balas perdidas, sino 
víctimas de un tiempo vital que 
se pierde a causa de argumen-
tos absurdos e irresponsables 
de quienes pocas veces son cas-
tigados.

De 2009 a estas fechas, 
Pedrito estaría ya por termi-
nar la primaria, pero todas sus 
ilusiones reunidas, sumadas a 
las de sus propios padres, han 
quedado rotas. Días de las balas 
perdidas, días de las vidas per-
didas, años venideros de ilusión 
perdida. No más alegrías por la 
llegada de las fiestas navideñas, 
no más celebración por el Año 
Nuevo. Ahora, lo que los papás 
de Pedro exigen es una mayor 
sensibilidad de los especialistas 
de la medicina ante casos urgen-
tes como el de su hijo.

Las circunstancias de la 
muerte de Pedrito derivaron en 
una investigación que la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos 
practicó de oficio, basada en las 
notas publicadas en los periódi-
cos locales. Fruto de esta inves-
tigación fue la Recomendación 
10/2010, emitida por la violación 
del derecho a la protección de la 
salud y a los derechos del niño, 
establecidos en el artículo 4° de 
la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en la 

Convención sobre los Derechos 
del Niño, vigente desde 1989.

Al intervenir en este caso, se 
encontraron más irregularidades 
en El Hospitalito. Por ejemplo, 
que carecía de licencia sanitaria. 
Se buscó regularizar esa situa-
ción y aplicar sanciones admi-
nistrativas para los médicos que 
cubrieron la guardia del 31 de di-
ciembre de 2008 y las primeras 
horas del 1 de enero de 2009. 
Ninguna reparación económica 
puede recuperar una vida que se 
pierde, pero de acuerdo con los 
Principios y Directrices Básicos 

sobre el Derecho de las Víctimas 
de Violaciones de Derechos Hu-
manos, era preciso establecer, si 
no una restitución íntegra a los 
padres por la muerte de Pedri-
to, al menos la indemnización 
justa por el daño causado y las 
garantías de no repetición. La in-
demnización consistió en el pago 
de 212 mil pesos, entregados en 
septiembre de este año por la 
dirección del nosocomio.

Viridiana Saavedra 

Esta historia es verídica. Los 
nombres de los protagonistas 
fueron omitidos para guardar 
confidencialidad.

Cada año, 
niños y adultos 

mueren, no 
necesariamen-

te debido a 
balas perdidas, 

sino víctimas 
de un tiempo 

vital que se 
pierde a causa 
de argumentos 

absurdos e 
irresponsables 

de quienes po-
cas veces son 

castigados.


